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POLÍTICA DE DEFENSA SOBRE CONTROVERSIAS JUDICIALES 
RELACIONADAS CON MUERTE O LESIÓN EN ACCIDENTES DE 

TRÁNSITO 
 

El Comité de Conciliación del Departamento Nacional de Planeación, en ejercicio de 
sus funciones, consignadas en la Ley 2220 de 2022, “Estatuto de Conciliación”, y en 
el Decreto 1069 de 2015, “Decreto Único Reglamentario del Sector Justicia y del 
Derecho”, y en defensa de los intereses litigiosos de la entidad y del patrimonio 
público, adopta la presente Política de Defensa Judicial, con el propósito de 
establecer los lineamientos orientadores y criterios estratégicos para la adecuada 
representación y defensa de la entidad en los procesos judiciales en los que se discuta 
la presunta responsabilidad de la entidad por daños derivados de accidentes de 
tránsito asociados al mal estado de la infraestructura vial, la falta de señalización o 
iluminación. 
 

I. Naturaleza jurídica 

 
De acuerdo con lo previsto en el artículo 120, numeral 2, de la Ley 2220 de 2022 y el 
artículo 2.2.4.3.1.2.5, numeral 2, del Decreto 1069 de 2015, la presente Política de 
Defensa Judicial constituye un instrumento de carácter administrativo interno, 
adoptado por el Comité de Conciliación del Departamento Nacional de Planeación 
como directriz orientadora para la adecuada defensa de los procesos judiciales en 
los que se discuta la presunta responsabilidad de la entidad por daños derivados de 
accidentes de tránsito asociados al mal estado de la infraestructura vial, la falta de 
señalización o iluminación. 
 

II. Objetivo 

 
Establecer los lineamientos, criterios y estrategias de defensa jurídica del 
Departamento Nacional de Planeación en procesos judiciales en los que se discuta 
la presunta responsabilidad de la entidad por daños derivados de accidentes de 
tránsito asociados al mal estado de la infraestructura vial, la falta de señalización o 
iluminación. 
 

III. Contexto de las controversias judiciales  

 
Las controversias judiciales y extrajudiciales a las que se dirige la presente política 
tienen su origen en demandas y solicitudes de conciliación extrajudiciales 
promovidas a través del medio de control de reparación directa contra el 
Departamento Nacional de Planeación y otras entidades estatales, en las que se alega 
la responsabilidad patrimonial del Estado por la ocurrencia de accidentes de tránsito 
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que han generado la muerte o lesiones a los usuarios de la vía. En estos procesos, los 
demandantes sostienen, por lo general, el presunto incumplimiento de los deberes 
de mantenimiento, conservación, señalización o iluminación de la infraestructura 
vial.  
 
En este sentido, se argumenta que las condiciones deficientes de la vía, tales como 
huecos, deterioro estructural, ausencia de señales preventivas o reglamentarias, o 
iluminación insuficiente, constituyen factores determinantes en la producción del 
daño antijurídico, imputable a las entidades públicas encargadas de garantizar la 
seguridad vial, razón por la cual deben responder por los daños causados a las 
víctimas directas e indirectas.  
 
Por lo general, en estas demandas suelen imputarle responsabilidad al Estado por 
omitir adoptar medidas de protección y seguridad en la vía, o por infringir normas 
técnicas y reglamentarias que rigen la infraestructura y señalización vial, lo cual 
pone en riesgo la integridad y vida de los usuarios. Es común que los actores 
invoquen los títulos de imputación de falla del servicio, cuandoquiera que se ha 
omitido alguna obligación de seguridad vial, y de riesgo excepcional, cuando el 
daño se produce como consecuencia de la ejecución de una obra pública sobre la vía 
y esta es generadora de riesgos.  
 
Asimismo, en el marco de estas controversias se plantea con frecuencia la 
responsabilidad concurrente de varias entidades estatales, lo que da lugar a debates 
sobre la correcta distribución de competencias entre organismos de planificación, 
ejecución y mantenimiento de la infraestructura, y obliga a precisar el rol del 
Departamento Nacional de Planeación frente a su misionalidad y los deberes de 
construcción, conservación, mantenimiento, señalización e iluminación de vías 
públicas.  
 

IV. Fundamentos normativos y jurisprudenciales de la responsabilidad del 
estado en escenarios de accidentes de tránsito por falta de mantenimiento, 
señalización e iluminación de vías públicas 

 
A. Teoría general sobre la responsabilidad extracontractual del Estado 
 
El artículo 90 de la Constitución Política consagra la cláusula general de 
responsabilidad patrimonial del Estado, al disponer que este responderá por los 
daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción u omisión de las 
autoridades públicas. Esta disposición se erige como el eje central de la 
responsabilidad estatal y a partir de este la jurisprudencia de la Sección Tercera del 
Consejo de Estado ha precisado que para que prospere la pretensión de 
responsabilidad extracontractual en contra del Estado deberá demostrarse la 
existencia de un daño antijurídico y su imputación al Estado, entendido este como 
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la atribución fáctica y jurídica del daño a una actuación estatal, ya sea por acción o 
por omisión. 
 
El daño antijurídico se entiende como toda lesión o afectación a un derecho, interés 
o bien jurídicamente protegido que una persona no está en la obligación de soportar, 
de acuerdo con el ordenamiento jurídico. En segundo lugar, la imputación fáctica o 
relación causal hace referencia a la atribución fáctica del daño a su autor, 
específicamente al vínculo causal existente entre el daño, la conducta imputada, por 
acción u omisión, y la entidad pública. Finalmente, la imputación hace referencia al 
fundamento del deber de reparar, que, de acuerdo con la jurisprudencia de la 
Sección Tercera del Consejo de Estado, encuentra sustento en los títulos de 
imputación de falla del servicio, riesgo excepcional y daño especial.  
 
Al respecto, la Sección Tercera del Consejo de Estado, en sentencia del 27 de abril de 
2026, resumió la jurisprudencia construida en torno a la responsabilidad del Estado 
en los siguientes términos: 
 

“El artículo 90 de la Constitución Política de 1991 consagró dos condiciones 
para declarar la responsabilidad extracontractual del Estado: i) la existencia 
de un daño antijurídico y ii) la imputación de éste al Estado.  
 
Amén de que la fórmula comúnmente conocida para describir el fenómeno 
lesivo indemnizable, esto es el daño antijurídico, como el primer elemento 
necesario para poder endilgar la responsabilidad extracontractual a quien 
cause la lesión patrimonial objeto de la solicitud de restablecimiento, se ha 
dicho que es aquel que la persona no tiene el deber jurídico de soportar. 
Sumado a este elemento estructural, también se requiere de otro componente 
necesario e indispensable para establecer el deber de responder por los daños 
que cause la Administración con su acción u omisión y es el referido a su 
asignación a quien deba responder por aquel, lo que se conoce como 
imputación, que no es otra cosa que la atribución fáctica y jurídica que del 
daño antijurídico se hace al Estado y que lo obliga a repararlo. Lo anterior, 
por supuesto, comprende los daños causados en ejercicio de la función 
pública y aquellos causados con motivo de ella, de acuerdo con los títulos de 
imputación que se han desarrollado para ello, principalmente por la doctrina 
y que han sido acogidos y aplicados por la jurisprudencia, como ocurre con 
la falla del servicio, el riesgo excepcional y el daño especial.  
 
Es decir, verificada la ocurrencia de un daño antijurídico y su imputación al 
Estado, surge el deber de indemnizarlo plenamente, con el fin de hacer 
efectivo el principio neminem laedere.”1 

                                                             
1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “C”, sentencia del 27 
de abril de 2026, exp. (69.458), C.P. Nicolás Yepes Corrales. 
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En consecuencia, la responsabilidad extracontractual del Estado se configura 
siempre que se demuestre la existencia de un daño antijurídico y su imputación, 
tanto fáctica como jurídica, a una acción u omisión de sus agentes estatales, en cuyo 
caso nace el deber de reparación.  
 
B. Teoría general sobre la responsabilidad del Estado por accidentes de tránsito 
asociadas a la falta de mantenimiento, señalización e iluminación de vías públicas 
 
El accidente de tránsito puede entenderse como aquel suceso eventual, súbito y no 
intencional que ocurre en calles, carreteras o cualquier vía de circulación, originado 
por la interacción de vehículos, peatones, conductores o diversos factores externos, 
y que genera consecuencias negativas tales como daños materiales, lesiones 
personales o incluso la pérdida de la vida. En términos generales, este tipo de 
eventos abarca situaciones como colisiones, atropellos, vuelcos o salidas de la vía, 
muchas veces provocadas no solo por conductas imprudentes o por infringir las 
normas de tránsito, como exceso de velocidad o sobrepasar en lugares no 
permitidos, sino también por condiciones adversas del entorno, tales como la 
presencia de huecos, baches, desniveles, fallas en la infraestructura vial, así como la 
existencia de escombros, residuos u otros obstáculos que alteran el tránsito normal 
y seguro en la vía. 
 
Dentro de los múltiples eventos que pueden constituir accidentes de tránsito, 
aquellos en los que puede verse comprometida la responsabilidad del Estado son, 
en principio, los relacionados con fallas en el servicio o en el deber de garantía de la 
seguridad vial. Esto ocurre, por ejemplo, cuando el accidente tiene como causa 
determinante el mal estado de la vía (presencia de huecos, baches, desniveles o falta 
de mantenimiento), la deficiente señalización, la ausencia de iluminación adecuada, 
o la existencia de obstáculos no removidos oportunamente, como escombros o 
residuos. Igualmente, puede surgir responsabilidad estatal cuando intervienen 
vehículos oficiales en ejercicio de funciones públicas o cuando las autoridades 
omiten adoptar medidas necesarias de control, prevención y regulación del tránsito. 
En estos casos, el accidente deja de ser un hecho meramente fortuito para convertirse 
en un daño antijurídico imputable al Estado, en la medida en que este incumple sus 
deberes de protección, vigilancia y adecuada prestación del servicio público de 
infraestructura y movilidad. 
 
Tratándose de accidentes de tránsito por falta de mantenimiento, señalización o 
iluminación de vías públicas, la Sección Tercera del Consejo de Estado ha 
considerado que la responsabilidad del Estado surge en los eventos en que:  
 

“i) conozca las condiciones naturales del terreno, de las cuales sea previsible 
el desprendimiento de materiales de las montañas aledañas a las carreteras y, 
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sin embargo, no adopte las medidas necesarias para evitar la ocurrencia de 
tragedias naturales o accidentes de tránsito; y ii) cuando incurra en omisión 
de sus tareas de conservación y mantenimiento rutinario y periódico de la 
infraestructura vial, responsabilidad que acarreará mayor exigencia si se 
demuestra que los daños u obstáculos permanecieron sobre una carretera 
durante un tiempo razonable para actuar, sin que la entidad demandada 
hubiera efectuado las obras de limpieza, remoción, reparación o señalización, 
con miras a restablecer la circulación normal en la vía, evento en el cual se 
deberán evaluar las condiciones y circunstancias del caso particular, con el fin 
de determinar la razonabilidad del tiempo, valoración que será más estricta 
si se llega a demostrar que el hecho anormal que presentaba la vía fue puesto 
en conocimiento de la accionada y que esta omitió el cumplimiento de sus 
funciones.”2 

 
En otras palabras, la responsabilidad del Estado en estos eventos se verá 
comprometida, cuando la entidad a cargo del mantenimiento, conservación, 
señalización o iluminación de la vía sabía o debía saber que existían riesgos naturales 
—por ejemplo, que podían caer piedras o tierra de una montaña cercana— y aun así 
no hizo nada para prevenir accidentes, o cuando no cumple con su deber de cuidar 
y mantener las vías en buen estado, es decir, cuando deja pasar el tiempo sin arreglar 
daños, limpiar obstáculos o poner señales que adviertan de un peligro. Además, se 
debe tener en cuenta si el problema en la vía estuvo el tiempo suficiente como para 
que la entidad actuara y no lo hizo, en cuyo caso se deberá analizar si ese tiempo fue 
razonable o no. Esta exigencia es aún mayor si se demuestra que el Estado ya había 
sido informado del problema y, pese a eso, no tomó ninguna medida para 
solucionarlo. 
 
C. Teoría general sobre la responsabilidad del Estado por omisión 
 
Tratándose de una conducta atribuida al Estado por omisión, debe partirse de la 
base que, de acuerdo con la doctrina autorizada, omisión no es una conducta pasiva 
simple, omisión es no hacer la acción esperada o decretada individualmente para el 
caso concreto, es no hacer la acción que se podía ejecutar, pero que con conocimiento 
se decidió no hacer, para que a partir de ahí sea posible establecer una conexión 
causal con el daño. Según GOLDENBERG “[e]l concepto normativo de omisión no se 
identifica con una mera conducta pasiva del agente, es necesario que el comportamiento que 
se omite sea una acción esperada, en cuanto supone la preexistencia de un deber jurídico de 
obrar en una determinada forma”3, o en palabras de WELSEL, “no existe, por tanto, una 
omisión en sí, jurídicamente omitir no significa un mero no hacer nada, sino un no hacer la 
acción decretada”4.  
                                                             
2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia de 19 de abril de 2012, 
exp. (21.515), reiterada en sentencia del 17 de septiembre de 2025, exp. (54.185). 
3 I. GOLDENBERG, La Relación de Causalidad en la Responsabilidad Civil, La Ley S.A, Argentina, 2000, p. 155. 
4 WELSEL, Derecho penal alemán, p. 277, citado por I. GOLDENBERG, La Relación de Causalidad en la Responsabilidad Civil, La 
Ley S.A, Argentina, 2000, p. 156. 
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Por su parte, GONZÁLEZ LAGIER sostiene que “la omisión consiste en no hacer algo 
que se podía y debía haber hecho, o al menos que se esperaba que se hiciera”5. Con mayor 
precisión, VON WRIGHT sostiene que “omitir hacer algo que uno puede hacer no 
presupone tener consciencia de la oportunidad de actuar. En un sentido más fuerte de omitir, 
un agente omite solo la acción que sabe que puede ejecutar en la ocasión en cuestión. En un 
sentido todavía más fuerte, un agente omite solo la acción que sabe que puede ejecutar, pero 
decide dejar sin hacer en la ocasión en cuestión”6. Así las cosas, en el campo de la 
responsabilidad por omisión es necesario demostrar que la acción esperada le 
correspondía cumplirla funcionalmente al sujeto imputado, es decir, que se trate de 
una verdadera acción decretada de acuerdo con el ordenamiento jurídico.  
 
La Sección Tercera del Consejo de Estado también ha enfatizado en la necesidad de 
identificar la entidad pública que funcionalmente le correspondía actuar o ejecutar 
la acción esperada, pues respecto de dicha entidad es que debe agotarse el juicio de 
responsabilidad por omisión: 
 

“Lo expuesto conduce a destacar que la responsabilidad ─penal, patrimonial 
o de otra índole─ no debería sustentarse ─al menos no exclusivamente─ en 
elementos naturalistas ─como la causalidad o la intención del agente (dolo, 
culpa grave)─, sino que resulta esencial que concurra el quebrantamiento de 
un rol; ello se hace especialmente claro en el ámbito de la responsabilidad por 
omisión, en el cual resulta evidente que no todos los sujetos deben responder 
por cualquier consecuencia dañina que hubieren estado en condiciones de 
evitar, “sino que sólo se halla obligado a ello quien es titular de una posición 
de garante”; en otros términos, un sujeto solamente será responsable por la 
ocurrencia de sucesos que se encuentren dentro de la órbita de su 
competencia, razón por la cual la delimitación de ámbitos de responsabilidad 
─de posiciones de garante o de contenidos obligacionales normativamente 
impuestos respecto de la evitación del resultado─ constituye elemento 
cardinal para la concreción de la responsabilidad por omisión.  
 
Debe precisarse, en todo caso, que los contenidos obligacionales a cargo de 
las entidades públicas, así como los concretos deberes objetivos de cuidado 
derivados de dichos contenidos ─y, por consiguiente, la exigencia de 
responder frente a defraudaciones del correspondiente rol que en virtud de 
los mismos les ha sido asignado─ no pueden válidamente deducirse, sin más, 
de enunciados normativos de textura abierta, consagratorios de programas 
finalísticos o de propósitos orientadores de la acción a cargo del Estado 
─como ocurre con no pocos preceptos constitucionales y/o legales que tienen 

                                                             
5 D. GONZÁLEZ, Las paradojas de la acción, Marcial Pons, Madrid, 2013, p. 162. 
6 VON WRIGHT, G.H., 1970: Norm and Action, St, Andrews: Gifford Lectures, St, Andrews, 1963. Citado por la traducción 
castellana de P. García Ferrero, Norma y acción, Madrid: Tecnos, 1970, p. 62. Citado por D. GONZÁLEZ, Las paradojas de la 
acción, Marcial Pons, Madrid, 2013, p. 163.” 
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tal suerte de contenido y de estructura─ o que no permitan contextualizar, 
para cada sector de actividad del Estado, atendidas sus posibilidades fácticas 
concretas, el específico alcance de las obligaciones exigibles de la entidad 
pública concernida.  
 
El referido contenido obligacional, entonces, si bien debe presuponer, como 
elemento necesario ─más no suficiente─, la consagración, en preceptos 
legales o reglamentarios, de obligaciones por cumplir o de fines a materializar 
a cargo de las entidades estatales, adicionalmente requiere de un examen de 
las posibilidades tanto fácticas como jurídicas al alcance del Estado en cada 
evento en concreto, tomando en consideración que dichas posibilidades son 
finitas y que no deberían sustraerse o ir más allá de los estándares de 
funcionamiento del servicio o actividad del cual se trate (…)”7 

  
Bajo ese escenario y tratándose de una conducta atribuida al Estado por omisión, 
para que surja la responsabilidad será necesario identificar la entidad —ya sea del 
orden nacional o territorial— que, de acuerdo con la ley, tenía asignadas las 
funciones de mantenimiento, conservación y señalización del tramo vial donde 
ocurrió el hecho. Solo a partir de esa identificación es posible establecer si hubo una 
omisión en el cumplimiento de esas obligaciones, pues la responsabilidad estatal se 
configura cuando la autoridad competente, estando llamada a garantizar 
condiciones adecuadas de seguridad y tránsito, no actúa de manera diligente frente 
a situaciones que requerían su intervención. Así, la imputación del daño dependerá 
de verificar que la entidad encargada incumplió sus deberes legales y que dicha 
omisión guarda relación directa con la ocurrencia del accidente. 
 
En esa medida, tratándose de un escenario de responsabilidad por omisión y que 
generalmente se analiza bajo el título de imputación de falla del servicio, será crucial 
determinar el contenido obligacional de las entidades convocadas, con el fin de 
determinar si de acuerdo con la ley estas estaban obligadas a ejecutar la acción 
esperada que evitara el resultado dañino, esto es, a realizar el mantenimiento y 
señalización de la vía donde ocurrió el accidente. 
 
D. Las entidades estatales responsables del mantenimiento, señalización e 
iluminación de vías públicas 
 
El artículo 19 de la Ley 105 de 1993 dispone que corresponde a la Nación y a las 
entidades territoriales la construcción y la conservación de todos y cada uno de los 
componentes de la infraestructura de transporte de su propiedad. A su vez, los 
artículos 12, 16 y 17 de la Ley 105 de 1993 clasifica y distingue las carreteras que son 
responsabilidad de la Nación, los departamentos y los municipios o distritos. De esa 

                                                             
7 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “A”, sentencia del 25 
de agosto de 2011, exp. (17.613), C.P. Mauricio Fajardo Gómez. 
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manera, sobre las vías nacionales responderá la Nación y sobre las departamentales 
o municipales responderá el respectivo departamento, municipio o distrito a quien 
pertenezca el tramo vial, de acuerdo con su jurisdicción territorial. Dicha 
distribución de competencias guarda armonía con las funciones que la ley les 
atribuyó a los municipios y departamentos, de acuerdo con lo previsto en la Ley 136 
de 1994, parcialmente modificada por la Ley 1551 de 2012; y la Ley 2200 de 2022.  
 
En lo que tiene que ver con la Red Vial Nacional, es decir, aquella de competencia 
de la Nación, es necesario distinguir entre las vías concesionadas y las no 
concesionadas, para efectos de establecer o identificar las entidades del orden 
nacional llamadas a responder. De acuerdo con el Decreto 1292 de 2021, al Instituto 
Nacional de Vías (INVÍAS) le corresponde la ejecución de las políticas, estrategias, 
planes, programas y proyectos de la infraestructura no concesionada de la Red Vial 
Nacional de carreteras primaria y terciaria, y sus infraestructuras conexas o 
relacionadas; mientras que, de acuerdo con el Decreto 4165 de 2011, a la Agencia 
Nacional de Infraestructura (ANI) le corresponde el control y evaluación sobre las 
labores que adelantan los concesionarios sobre la Red Vial Nacional concesionada. 
Así las cosas, si la vía nacional es concesionada, en principio, la entidad llamada a 
defender los intereses de la Nación es la ANI; en cambio, si la vía nacional no es 
concesionada, la llamada a responder ante cualquier acusación es el INVIAS.  
 
En lo que concierne a la misionalidad del Departamento Nacional de Planeación, de 
acuerdo con el marco de funciones atribuidas por el artículo 59 de la Ley 489 de 1998, 
el artículo 9 de la Ley 2056 de 2020 y el artículo 3 del Decreto 1893 de 2021, a dicha 
entidad no le corresponde funcionalmente garantizar el mantenimiento y 
señalización de vías públicas, ni de la red nacional, ni de cualquier otra. Basta con 
hacer una lectura del Decreto 1893 de 2021 para entender que el Departamento 
Nacional de Planeación tiene como objetivo misional la coordinación y diseño de 
políticas públicas y del presupuesto de los recursos de inversión, la articulación 
entre la planeación de las entidades del Gobierno Nacional y los demás niveles de 
gobierno, así como la preparación, el seguimiento de la ejecución y la evaluación de 
resultados de las políticas, planes, programas y proyectos del sector público. 
 
En conclusión, el Departamento Nacional de Planeación no tiene dentro de sus 
funciones la ejecución, mantenimiento ni señalización de vías públicas, ya que su rol 
es eminentemente estratégico, técnico y de formulación de políticas públicas a nivel 
nacional. Esta entidad se encarga de diseñar, orientar y evaluar planes, programas 
y proyectos de desarrollo, así como de coordinar la planeación económica y social 
del país, pero no actúa como autoridad operativa ni ejecutora de obras de 
infraestructura vial. Las competencias relacionadas con la construcción, 
conservación y señalización de las vías corresponden a otras entidades, tales como 
el Instituto Nacional de Vías (INVIAS), la Agencia Nacional de Infraestructura (ANI) 
o las autoridades territoriales (departamentos y municipios), quienes sí poseen 
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mandato legal y capacidad administrativa para estas actividades. Por tanto, atribuir 
al Departamento Nacional de Planeación responsabilidades en materia de 
mantenimiento o señalización vial resulta improcedente, ya que excede claramente 
su objeto misional y marco competencial. 
 
Ahora bien, en aquellos casos en que el accidente de tránsito ocurre por la colisión 
que eventualmente se presente contra materiales, escombros o edificaciones de una 
obra ejecutada con recursos del Sistema General de Regalís, es pertinente aclarar que 
el Departamento Nacional de Planeación no es autoridad ni parte contractual en la 
ejecución de los proyectos financiados con los recursos del Sistema General de 
Regalías, en la medida que, los procesos de selección de contratistas, la celebración 
y ejecución de los contratos, su supervisión e interventoría técnica, así como los 
desembolsos, terminación y liquidación de estos, son responsabilidad exclusiva de 
las entidades territoriales contratantes, pues son estas las beneficiarias y ejecutoras 
de tales recursos, de conformidad con el artículo 22, 36 y 37 de la Ley 2056 de 2020.  
 
El artículo 22 de la Ley 2056 de 2020 señala como uno de los beneficiarios y 
asignaciones del Sistema General de Regalías a los departamentos y municipios, ya 
sea por adelantarse la explotación de recursos naturales no renovables en sus 
territorios, por prestar sus puertos marítimos y fluviales para el transporte de los 
recursos naturales, por ser uno de los municipios más pobres del país o por haber 
sido seleccionado para un proyecto con cargo a la subcuenta de Asignación para la 
Inversión Regional, entre otros. En esa medida, al ser las entidades territoriales las 
beneficiarias de dichos recursos, son estas las que controlan la destinación y 
ejecución de dichos recursos, en los proyectos de inversión que consideren de mayor 
interés para su población.  
 
De acuerdo con el artículo 30 de la Ley 2056 de 2020, son las entidades territoriales 
las que las realizan los ejercicios de planeación para identificar y priorizar las 
iniciativas o proyectos de inversión susceptibles de ser financiados con recursos del 
Sistema General de Regalías. Según el artículo 33 del mencionado cuerpo normativo, 
son las entidades territoriales las que presentan sus proyectos de inversión ante los 
respectivos Órganos Colegiados de Administración y Decisión Regional. A su vez, 
de acuerdo con los artículos 34, 35, 36 y 37 de la citada ley, las entidades territoriales 
son las que viabilizan, priorizan, aprueban y designan los encargados de ejecutar los 
proyectos de inversión que se financian con los recursos del Sistema General de 
Regalías.  
 
En esa línea, de acuerdo con lo establecido en el artículo 37, la entidad territorial es 
la encargada de ejecutar los recursos con sujeción al régimen contractual y 
presupuestal aplicable a la misma, por lo que, la dirección y manejo del proceso 
contractual es responsabilidad de la entidad ejecutora, en el marco de la autonomía 
territorial establecida en el artículo 287 de la Constitución Política y en lo dispuesto 
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en el numeral 5, artículo 26 de la Ley 80 de 1993. Lo anterior guarda correspondencia 
con lo previsto en el artículo 27 de la Ley 2056 de 2020, que estipula las 
responsabilidades que les asiste a los representantes legales de las entidades 
ejecutoras por el manejo, destinación y buen uso de dichos recursos: 
 

“Corresponde al jefe del órgano respectivo o a su delegado del nivel directivo 
o al representante legal de la entidad ejecutora, ordenar el gasto sobre 
apropiaciones que se incorporan al presupuesto de la entidad, en el capítulo 
independiente de regalías, en consecuencia, serán responsables fiscal, penal 
y disciplinariamente por el manejo de tales apropiaciones, en los términos de 
las normas que regulan la materia”. 

 
Así las cosas, es necesario aclarar que el Departamento Nacional de Planeación, en 
su calidad de administrador del Sistema de Seguimiento, Evaluación y Control del 
Sistema General de Regalías - SSEC, de conformidad con el artículo 164 de la Ley 
2056 de 2020 y el artículo 1.2.10.1.1 del Decreto 1821 de 2020, adelanta actuaciones 
de recolección, consolidación, análisis y verificación de la información 
correspondiente a la aprobación y ejecución de los recursos del Sistema General de 
Regalías, así como en la verificación periódica y selectiva en forma directa del avance 
y resultados de las inversiones financiadas con estos recursos, con el fin de 
garantizar el uso efectivo y eficiente de los recursos, mas no supervisa el 
cumplimiento de las condiciones técnicas de la ejecución de la obra que contratan 
los ejecutores, ni en la intervención o injerencia en las decisiones que adopte la 
respectiva instancia de decisión y aprobación o la entidad designada como ejecutora 
de proyectos financiados con recursos del SGR.  
 

V. Estrategias de defensa 

 
Teniendo en cuenta el objetivo misional y marco funcional del Departamento 
Nacional de Planeación y la jurisprudencia desarrollada por la Sección Tercera del 
Consejo de Estado en estos escenarios de responsabilidad, se recomienda adoptar 
las siguientes estrategias de defensa en los procesos judiciales que se vincule a la 
entidad: 
 
(1) Primero: Interponer recurso de reposición contra el auto que admite la demanda, 
alegando la falta de legitimación de hecho por pasiva, ante la ausencia de 
imputación o atribución causal en su contra y por la inexistencia de obligaciones 
relacionadas con la construcción, conservación, mantenimiento, señalización e 
iluminación de vías públicas.  
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De acuerdo con la jurisprudencia del Consejo de Estado8, la legitimación en la causa 
es una figura de derecho procesal que se refiere a la capacidad de las partes, de 
acuerdo con la ley, para formular o resistir las pretensiones de una demanda. La 
jurisprudencia del Consejo de Estado también ha distinguido entre legitimación de 
hecho y legitimación material. La primera hace referencia a “la relación procesal que 
se establece entre el demandante y el demandado por intermedio de la pretensión procesal”9, 
es decir, la que surge por la simple formulación de la demanda que dirige el 
demandante contra el demandado, así como de las acusaciones hechas en esta; 
mientras que la segunda surge por la “participación real de las personas en el hecho 
origen de la formulación de la demanda”10, es decir, la que nace luego de que se 
compruebe que en efecto el demandado es el autor de los hechos jurídicamente 
relevantes que alega el demandante.  
 
Son frecuentes los casos en que se vincula en los procesos al Departamento Nacional 
de Planeación por simple solicitud de la parte demandante, sin que en la demanda 
se haga una imputación o atribución específica de algún hecho dañino a la entidad, 
lo que en principio descarta cualquier participación causal o jurídica de la entidad 
en los hechos y advierte la configuración de la falta de legitimación de hecho por 
pasiva.  
 
A su vez, será fundamental exponer que el Departamento Nacional de Planeación 
no tiene la condición de litisconsorte necesario, porque de acuerdo con la situación 
jurídica sustancial debatida en el proceso, no es obligatoria la comparecencia de la 
entidad en el proceso, ni tampoco una eventual sentencia debe ser uniforme entre 
todos los demandados, razón por la cual, no es necesaria su participación en el 
proceso, ni su ausencia genera nulidad procesal. 
 
El artículo 61 del Código General del Proceso regula lo correspondiente al 
litisconsorcio necesario y contiene los ingredientes para entender en qué eventos se 
configura esta relación procesal entre las partes que conforman el extremo 
demandante o demandado. Dicha disposición estipula que se estará en presencia del 
litisconsorcio necesario cuando por disposición legal, o de acuerdo con la naturaleza 
de la relación o acto jurídico objeto de controversia, haya de resolverse el proceso de 
manera uniforme y no sea posible decidir de mérito sin la comparecencia de las 
personas que sean sujetos de tales relaciones o que intervinieron en dichos actos, 
siendo ese el motivo por el cual constituye un defecto apto de alegarse a través de 
excepción previa, de conformidad con el artículo 100 del Código General de Proceso; 
y es motivo de nulidad de la sentencia, de acuerdo con el artículo 134 del Código 
General de Proceso. 

                                                             
8 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, sentencia del 9 de agosto de 2012, radicado 
73001-23-31-000-2010-00472-01. 
9 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, sentencia del 12 de noviembre de 2009, radicado 
68001-23-15-000-1997-13681-01. También consultar la sentencia del 6 de febrero de 2014, radicado 25000-23-31-000-2011-00341-
04.  
10 Ídem.  
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Sobre el litisconsorcio necesario, el Consejo de Estado ha explicado lo siguiente: 
 

“En ese sentido, el litisconsorcio necesario es una figura jurídica a través de 
la cual se integran sujetos a uno o ambos extremos de la litis, en la medida en 
que su comparecencia es indispensable para tramitar el proceso en legal 
forma y proferir válidamente una sentencia de mérito, ello en atención a su 
inescindible vinculación con la relación sustancial objeto de controversia y la 
posibilidad de que la decisión beneficie o perjudique a todos.  
 
Sobre este particular, la Corporación ha planteado que existen dos criterios 
para definir la necesaria concurrencia de otros sujetos en calidad de 
litisconsortes necesarios, así: i) se debe establecer que la cuestión litigiosa 
tenga por objeto una relación jurídica material, única e indivisible que debe 
resolverse de manera uniforme, bien sea por su naturaleza o por disposición 
legal y; ii) se debe determinar que la falta de alguno de los sujetos que 
intervinieron en tales relaciones o actos jurídicos implica que la controversia 
no pueda resolverse de fondo.  
 
Así las cosas, para determinar si resulta procedente o no integrar un 
litisconsorcio necesario, el operador judicial debe examinar el tipo de relación 
existente entre un extremo de la litis y la persona que se pretende vincular a 
alguno de ellos en dicha calidad y, por supuesto, qué tipo de correlación 
uniforme se presenta con el objeto del proceso judicial.”11 

 
Los ejemplos clásicos y más frecuentes de litisconsorcio necesario se presentan 
cuando la relación jurídica sustancial objeto de controversia deriva de negocios 
jurídicos celebrados por dos o más personas o involucran derechos reales, como 
ocurre en los casos de propiedad compartida, en los cuales los comuneros 
necesariamente comparten el mismo destino respecto de la decisión que se adopte 
sobre el bien. En el presente caso, sin embargo, la relación jurídica sustancial entre 
las entidades que integran la parte demandada no es única ni indivisible, en la 
medida en que cada una representa intereses propios y defiende sus actuaciones 
conforme a sus competencias legales. Asimismo, la decisión judicial puede producir 
efectos distintos frente a cada demandado —siendo eventualmente condenatoria 
respecto de unas entidades y absolutoria frente a otras—, razón por la cual no existe 
identidad de destino que justifique la configuración de un litisconsorcio necesario. 
 
(2) Segundo: Solicitar en la contestación de la demanda que se dicte sentencia 
anticipada por estar demostrada la excepción de falta de legitimación en la causa 
por pasiva, de conformidad con el artículo 182A, numeral 3, del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. Para la 

                                                             
11 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “C”, Auto del 26 de 
mayo de 2025, exp. (58.024), C.P. Nicolás Yepes Corrales. 
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estructuración de la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva se 
sugiere acoger los argumentos desarrollados en la primera estrategia de defensa.  
 
(3) Tercero: Proponer en la contestación de demanda las excepciones de inexistencia 
de causalidad por omisión, inexistencia de falla del servicio y falta de legitimación 
en la causa por pasiva. Para la estructuración de las anteriores excepciones se sugiere 
usar los argumentos desarrollados en el capítulo IV de la presente política. 
 
Por otra parte, en los casos que amerite, se recomienda proponer la excepción del 
hecho de la víctima, cuandoquiera que esté demostrado que el daño se produjo como 
consecuencia de hechos atribuibles a la propia víctima, ya sea con culpa o sin ella, y 
que esta fue imprevisible e irresistible para el Estado. Lo anterior se debe al hecho 
que, en los juicios de responsabilidad la actuación de la víctima es preponderante, 
por cuanto esta pudo ser decisiva en el curso causal de los hechos y, por lo tanto, en 
la causación del daño reclamado.  
 
El hecho o culpa de la víctima corresponde a una causa extraña, también 
considerada como causal exonerativa o eximente de responsabilidad, y corresponde 
a la participación causal de la conducta de la propia víctima, sea por acción o por 
omisión, en la producción del daño. Sobre esta causal eximente de responsabilidad, 
el Consejo de Estado ha considerado lo siguiente:  

 
“para que el hecho de la víctima como causal eximente de responsabilidad 
tenga plenos efectos liberatorios, resulta determinante que la conducta del 
propio perjudicado sea fundamento y raíz del menoscabo, es decir, que el 
comportamiento de éste se erija como causa adecuada, decisiva y 
determinante en la producción o resultado del hecho lesivo o que haya 
contribuido a su propia afectación debiendo o pudiendo evitarla.”12 

 
Por otra parte, la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado ha 
distinguido entre el hecho y la culpa de la víctima, considerando al respecto lo 
siguiente: 
 

“[e]n lo atinente a los eximentes de responsabilidad del Estado, la 
jurisprudencia ha considerado necesario determinar, en cada caso concreto, 
si el proceder activo u omisivo de la víctima tuvo o no injerencia en la 
producción del daño y en qué medida. Así, para que el comportamiento o 
conducta de la víctima tenga plenos efectos liberadores de la responsabilidad 
estatal, resulta necesario que el hecho realizado por ella ocasione el daño, 
evento en el que tiene el deber de soportarlo, o que el incumplimiento de un 
deber legal hubiera aumentado el riesgo de sufrir el daño que en efecto 

                                                             
12 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “C”, sentencia del 11 
de diciembre de 2024, exp. (68309), C.P. Nicolás Yepes Corrales. 
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ocurre, por lo que la afectación causada es en todo o en parte jurídicamente 
atribuible a su conducta (culpa de la víctima). Es decir que, en el último 
evento, la causal de exoneración procede cuando se acredita la violación de 
los deberes a los que está sujeto el administrado, además de la relación de 
causalidad entre la conducta de la víctima y el daño.  
 
Sobre este aspecto, la Sala observa que el hecho de la víctima y culpa de la 
víctima se han refundido dentro de un mismo concepto, ya que ambos eximen 
al Estado de la obligación de indemnizar los daños causados. Sin embargo, el 
hecho de la víctima y la culpa de la víctima tienen un elemento diferenciador.  
 
Se presenta un hecho de la víctima cuando su conducta, “sea determinante y 
exclusiva para la causación del daño, en tanto resulte imprevisible o 
irresistible”, con independencia de su calificación dolosa o culposa. Por otra 
parte, se presenta culpa de la víctima cuando la conducta de esta hubiera 
incrementado el riesgo jurídicamente relevante de que se produjera el daño, 
como consecuencia del incumplimiento culposo de un deber jurídico a cargo 
suyo o del deber general de cuidado.”13 

 
En conclusión, el hecho o culpa de la víctima se presenta cuando la propia víctima 
incide causalmente en la producción del daño, por ejemplo, cuando la víctima 
infringe de manera relevante las normas de tránsito (como cruzar imprudentemente 
una vía, desatender señales, conducir bajo efectos de alcohol, en exceso de velocidad 
o por zonas no habilitadas), o cuando actúa con falta de diligencia elemental frente 
a riesgos previsibles. Para que opere como eximente total, la conducta de la víctima 
debe ser exclusiva, es decir, suficiente por sí sola para generar el daño; en cambio, 
cuando concurre con la conducta de un tercero, da lugar a una reducción 
proporcional de la indemnización bajo criterios de concurrencia de culpas. En ambos 
casos, la valoración exige analizar si el comportamiento de la víctima fue 
jurídicamente relevante, previsible e idóneo para incidir en el resultado dañoso, de 
modo que permita redistribuir o excluir la imputación de responsabilidad conforme 
a los principios de equidad y causalidad adecuada. 
 
Finalmente, a pesar que en estos procesos se controvierte la imputación del daño al 
Departamento Nacional de Planeación, por no ser fáctica o jurídicamente atribuible, 
lo cierto es que ello no debe constituir un límite para ejercer una defensa amplia en 
estos procesos, debiéndose también dirigir argumentos que controviertan la 
existencia y cuantía de los daños reclamados en la demanda. Por regla general, en 
eventos de muerte o lesiones, los demandantes normalmente solicitan el 
reconocimiento de daños morales, a la salud, a bienes o derechos convencional o 

                                                             
13 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “C”, sentencia del 28 
de octubre de 2024, exp. (64713), C.P. Jaime Enrique Rodríguez Navas.  
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constitucionalmente amparados, así como daños materiales, tanto en la modalidad 
de daño emergente como lucro cesante.  
 
De conformidad con el artículo 1614 del Código Civil, el daño emergente 
corresponde al egreso o pérdida patrimonial generada o que se generará como 
consecuencia del daño padecido. Normalmente corresponden a los gastos que 
tuvieron que sufragar las víctimas como consecuencia del accidente de tránsito, 
como los daños materiales sufridos en los vehículos, los gastos de salud o aquellos 
destinados para su recuperación. En este caso, se deberán controvertir las pruebas 
que aportan los demandantes para demostrar la existencia y la cuantía de los daños, 
así como identificar aquellos daños que no están probados y alegar la ausencia de 
prueba, siendo una carga que le corresponde a la parte demandante de conformidad 
con el artículo 167 del Código General del Proceso.  
 
En cuanto al lucro cesante, de conformidad con el artículo 1614 del Código Civil, 
corresponde a la ganancia o provecho económico que deja o dejará de reportarse 
como consecuencia del daño padecido. Normalmente, en casos de muerte, 
corresponden a los dineros que dejarán de ingresarles a los dependientes 
económicos de la víctima directa, y en casos de lesiones, a los dineros que dejan de 
ingresar a la propia víctima directa hasta su vida probable o hasta que se haya 
recuperado, dependiendo si las lesiones le causaron una incapacidad transitoria o 
permanente. Para reconocer el lucro cesante es necesario demostrar que la víctima 
directa se dedicaba a una actividad productiva lícita para el momento en que 
ocurrieron los hechos, si esta era de carácter laboral o correspondía a una actividad 
independiente, la cuantía de los ingresos y el tiempo a liquidar. Así pues, en estos 
casos en necesarios concentrar los argumentos que controviertan la existencia de los 
anteriores requisitos. 
 
Respecto del daño moral, de acuerdo con la sentencia de unificación del 28 de agosto 
de 201414, proferida por la Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado, el 
daño moral corresponde al dolor, la aflicción y en general los sentimientos de 
desesperación, congoja, desasosiego, temor y zozobra, que invaden a la víctima 
directa o indirecta de un daño antijurídico, individual o colectivo. En casos de 
muerte, la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado determinó que 
por regla general hay lugar a reconocer entre 15 y 100 SMLMV por concepto de daño 
moral, dependiendo del nivel de la relación afectiva que existía entre la víctima 
indirecta y la víctima directa del daño, fijando para ello la siguiente tabla: 
 

 Nivel 1 Nivel 2 Nivel 3 Nivel 4 Nivel 5 

 
Relaciones 
afectivas 

Relaciones 
afectivas de 2° 

Relaciones 
afectivas del 3° 

Relaciones 
afectivas de 4° 

Relaciones 
afectivas no 

                                                             
14 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de 
Estado, sentencia de unificación del 28 de agosto de 2014, exp. (32.988), C.P. Ramiro Pazos Guerrero.  
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conyugales 
y paternos 
filiales 

de 
consanguinidad 
o civil (abuelos, 
hermanos y 
nietos) 

grado de 
consanguinidad 
o civil  

de 
consanguinidad 
o civil 

familiares- 
terceros 
damnificados 

Porcentaje 100% 50% 35% 25% 15% 
Equivalencia 
en salarios 
mínimos 

100 50 35 25 15 

 
A su vez, la Sección Tercera del Consejo de Estado sostuvo que en casos de muerte 
se presume el daño moral padecido por las víctimas que se encuentren en los niveles 
1 y 2 de afectividad, entre los cuales se encuentran la cónyuge, la compañera 
permanente, los hijos, los padres, los hermanos y los abuelos de la víctima directa. 
En cuanto a las demás personas que se ubican en los niveles 3, 4 y 5 de afectividad 
no se presume el daño moral, sino que deberán probarlo. 
 
En casos de lesiones, la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado 
determinó que el monto a reparar dependerá de la intensidad del daño sufrido por 
la víctima directa, para lo cual es sugerido apoyarse en el porcentaje de pérdida de 
capacidad laboral o en otros criterios auxiliares, estableciendo el siguiente cuadro 
para la determinación del monto a indemnizar: 

 
 
Concurrentemente, la Sección Tercera del Consejo de Estado precisó que en casos 
excepcionales, cuando existan circunstancias debidamente probadas de una mayor 
intensidad y gravedad del daño moral, se podrá reconocer una suma adicional, sin 
que en tales casos el monto total de la indemnización pueda superar el triple de los 
montos indemnizatorios que bajo la regla general procederían.15 
 
Frente a este tipo de daño, se sugiere que la defensa se enfoque en defender la 
existencia del daño respecto de aquellas personas sobre las que no opera presunción, 
así como una posible sobreestimación de los daños, superando los topes fijados por 
la jurisprudencia.  

                                                             
15 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de 
Estado, sentencia de unificación del 28 de agosto de 2014, exp. (32.988), C.P. Ramiro Pazos Guerrero. 
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En cuanto al daño a la salud, de acuerdo con la sentencia de unificación del 28 de 
agosto de 201416, proferida por la Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de 
Estado, este daño tiene por objeto reparar el perjuicio fisiológico o biológico 
derivado de una lesión corporal o psicofísica que sufre la víctima directa, a través de 
una medida de reparación pecuniaria, que según su intensidad generalmente oscila 
entre 10 y 100 SMLMV, o excepcionalmente, en casos de mayor intensidad, hay lugar 
a reconocer una suma de hasta 400 SMLMV. Para el reconocimiento de este perjuicio 
se deberá contar con prueba que demuestre la lesión corporal o psicofísica que 
sufrieron las víctimas.  
 
Para su tasación se podrá acudir al dictamen de pérdida de capacidad laboral o se 
podrá sustentar con base en los criterios enunciados por la Sección Tercera del 
Consejo de Estado en su jurisprudencia17, tales como: (1) la pérdida o anormalidad 
de la estructura o función psicológica, fisiológica o anatómica (temporal o 
permanente); (2) la anomalía, defecto o pérdida producida en un miembro, órgano, 
tejido u otra estructura corporal o mental; (3) la exteriorización de un estado 
patológico que refleje perturbaciones al nivel de un órgano; (4) la reversibilidad o 
irreversibilidad de la patología; (5) la restricción o ausencia de la capacidad para 
realizar una actividad normal o rutinaria; (6) los excesos en el desempeño y 
comportamiento dentro de una actividad normal o rutinaria; (7) las limitaciones o 
impedimentos para el desempeño de un rol determinado; (8) los factores sociales, 
culturales u ocupacionales; (9) la edad; (10) el sexo; (11) las que tengan relación con 
la afectación de bienes placenteros, lúdicos y agradables de la víctima; (12) así como 
cualquier otro que encuentren probado.  
 
En este evento, se recomienda alegar que el daño únicamente procede frente a la 
víctima directa, mas no para las víctimas indirectas. De igual manera, se sugiere 
defender los topes fijados por la jurisprudencia del Consejo de Estado en aquellos 
casos en que se pida más de lo que señala la tabla. 
 
Finalmente, en relación con los daños a bienes convencional y constitucionalmente 
protegidos, de acuerdo con la sentencia de unificación del 28 de agosto de 201418, 
proferida por la Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado, este daño se 
repara generalmente a través de medidas de reparación no pecuniarias, o 
excepcionalmente a través de medidas de reparación pecuniarias, exclusivamente 
para la víctima directa y hasta por una suma de 100 SMLMV, siempre y cuando la 
indemnización no hubiere sido reconocida con fundamento en el daño a la salud y 

                                                             
16 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de 
Estado, sentencia de unificación del 28 de agosto de 2014, exp. (31.170), C.P. Enrique Gil Botero. 
17 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 14 de septiembre del 
2011, exp. 19031, M.P. Enrique Gil Botero y sentencia de unificación jurisprudencial del 28 de agosto de 2014, 
exp. 31172, M.P. Olga Mélida Valle de De la Hoz. 
18 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de 
Estado, sentencia de unificación del 28 de agosto de 2014, exp. (26.251), C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 
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las medidas de reparación pecuniarias no sean suficientes, pertinentes, oportunas o 
posibles. La regla de excepción se ilustra de la siguiente forma:  
 

Criterio Cuantía Modulación de la cuantía 
En caso de violaciones 
relevantes a bienes o 
derechos convencional y 
constitucionalmente 
amparados, cuya reparación 
integral, a consideración del 
juez, no sea suficiente, 
pertinente, oportuna o 
posible con medidas de 
reparación no pecuniarias 
satisfactorias. 

Hasta 100 
SMLMV 

En casos excepcionales se 
indemnizará hasta el monto 
señalado en este ítem, si fuere el 
caso, siempre y cuando la 
indemnización no hubiere sido 
reconocida con fundamento en 
el daño a la salud. Este 
quantum deberá motivarse por 
el juez y ser proporcional a la 
intensidad del daño y la 
naturaleza del bien o derecho 
afectado. 

 
En estos casos, se recomienda que la defensa advierta que para el reconocimiento de 
este daño se exige que debe obrar prueba que demuestre la afectación a un derecho 
reconocido en la Constitución Política o en un tratado internacional sobre derechos 
humanos. A su vez, se debe argumentar que esta afectación no debe ser cualquiera, 
sino que exige que sea relevante. Finalmente se debe defender que la medida 
excepcional de reparación pecuniaria solo procede cuando la medida de reparación 
no pecuniaria no es suficiente, pertinente, oportuna o posible, lo cual debe ser objeto 
de motivación suficiente por parte de la autoridad judicial y sin que se pierda de 
vista la relación causal y el baremo de proporcionalidad que debe mediar entre el 
daño causado y la medida de reparación ordenada.  
 
(4) Cuarto: A pesar de que es frecuente que en estos eventos se configure la 
excepción del hecho de un tercero, por ser el daño en la mayoría de las veces 
atribuible a la conducta activa u omisiva de un particular o de las entidades públicas 
encargadas funcionalmente de mantener y conservar la infraestructura de las vías, 
se debe mantener una postura defensiva que esté pensada en los intereses litigiosos 
del Estado en toda su amplitud, incluyendo los intereses de las demás entidades 
públicas demandadas, y no únicamente aquella que atienda los intereses del 
Departamento Nacional de Planeación.  
 
Sobre este punto debe subrayarse que el Departamento Nacional de Planeación 
como actor del Sistema de Defensa Jurídica del Estado, creado en el artículo 206 de 
la Ley 2294 de 2023 y reglamentado mediante el Decreto 104 de 2025, está en el deber 
de “coordinar la defensa jurídica a través de un mecanismo idóneo de articulación con las 
diferentes entidades públicas demandadas en un mismo proceso judicial y/o arbitral” y 
contribuir con el cumplimiento de los objetivos del sistema, tendientes a articular la 
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defensa de las entidades públicas, coordinar las estrategias de defensa, reducir la 
litigiosa, disminuir el impacto fiscal, entre otros.  
 
De manera que, lo sugerido es proponer la excepción del hecho de un tercero cuando 
obren pruebas que demuestren que el daño le resulta atribuible a un tercero 
particular, mas no cuando esté comprometida la actuación de una entidad pública. 
Así las cosas, de estar demostrado que el daño es atribuible a un particular, se deberá 
proponer la excepción del hecho de un tercero, entendida esta como aquella que 
acusa la producción del daño como consecuencia de la conducta imprevisible e 
irresistible de un tercero, que resulta ajena al servicio o a la función pública, y que 
en ocasiones es exclusiva o cocausal. Sobre el hecho de un tercero, la Sección Tercera 
del Consejo de Estado ha señalado lo siguiente: 
  

“Asimismo, esta Corporación ha determinado que para la prosperidad de 
esta causal exonerativa de responsabilidad deben reunirse tres requisitos, a 
saber: i) que el hecho del tercero sea la causa exclusiva y adecuada del daño, 
motivo por el cual la entidad tiene que probar que no hay ningún vínculo 
causal entre la conducta del demandado y el daño producido; ii) que el hecho 
del tercero sea ajeno al servicio, es decir, que el tercero no esté vinculado a la 
persona de derecho público demandada ni realice actividades vinculadas al 
servicio público; y iii) que el hecho del tercero sea imprevisible e irresistible 
para la entidad. Adicionalmente, sobre la revisión del actuar del tercero en la 
producción del daño, esta Sección ha precisado que no se requiere que el 
tercero haya actuado con culpa, porque la relación causal es un aspecto de 
carácter objetivo. Empero, para que excluya la responsabilidad de las 
entidades demandadas, debe haber constituido la causa determinante.”19 

 

VI. Conclusiones 

 
De lo expuesto se pueden extraer las siguientes conclusiones: 
 
(1) La responsabilidad del Estado en eventos de accidentes de tránsito asociados al 
mal estado de la infraestructura vial, a su falta de señalización o iluminación se 
analiza normalmente bajo escenarios de responsabilidad por omisión, exige 
determinar quién tenía a cargo el mantenimiento, conservación, señalización o 
iluminación de la vía y se configura cuando se demuestra que la entidad competente 
sabía o debía saber que existían riesgos naturales y aun así no hizo nada para 
prevenir accidentes, o cuando no cumple con su deber de cuidar y mantener las vías 
en buen estado, es decir, cuando deja pasar el tiempo sin arreglar daños, limpiar 
obstáculos o poner señales que adviertan de un peligro. 

                                                             
19 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “C”, sentencia del 23 
de febrero de 2026, exp. (73.180), C.P. Nicolás Yepes Corrales. 
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(2) El Departamento Nacional de Planeación no tiene dentro de sus funciones la 
ejecución, mantenimiento ni señalización de vías públicas, ya que su rol es 
eminentemente estratégico, técnico y de formulación de políticas públicas a nivel 
nacional, por lo que en el marco de los procesos judiciales relacionados con estos 
hechos se configura las excepciones de ausencia de causalidad por omisión, de 
ausencia de falla del servicio y de falta de legitimación en la causa por pasiva.  
 
(3) Se sugiere ejecutar la estrategia de defensa desde una etapa temprana del 
proceso, con el fin de lograr su desvinculación inicial y no mantener a la entidad 
durante todo el curso del proceso hasta su fin. Es por esa razón que se sugiere 
interponer recurso de reposición contra el auto que admite la demanda y solicitar 
que se dicte sentencia anticipada.  


